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En la ciudad de La Plata a los 6 días  del mes de diciembre del año dos mil doce, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores jueces de la Sala Sexta del Tribunal de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires, doctores Horacio Daniel Piombo y Ricardo R. Maidana, bajo la presidencia del segundo de los nombrados, para resolver en la causa N° 54.927, “G., S. M. s/ Recurso de casación”, conforme el siguiente orden de votación: Maidana – Piombo.

ANTECEDENTES

El 30 de julio de 2012, la Cámara de Apelación y Garantías del departamento judicial de Trenque Lauquen resolvió confirmar la decisión del Juzgado de Garantías N° 3 que no hizo lugar a la eximición de prisión solicitada en favor de S. M. G.. 

Contra esta decisión, el Defensor Oficial, Dr. Mariano Alberto Iribarren, interpuso el recurso de casación que luce a fs. 44/51 vta.

Encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Sala VI del Tribunal dispuso plantear y resolver las siguientes

CUESTIONES

Primera: ¿Es admisible el recurso?

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada el señor juez doctor Maidana dijo:

 Sostiene el presentante que el recurso intentado resulta procedente toda vez que ha cumplido con los recaudos formales, se trata de una resolución equiparable a definitiva, conforme la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y existe en el caso gravedad institucional como consecuencia de la vulneración de garantías constitucionales. Afirma que el A-quo ha confirmado la denegatoria de la eximición de prisión a su defendida, atendiendo únicamente a parámetros objetivos, como la pena en expectativa, evitando merituar las circunstancias del caso y realizando una interpretación claramente arbitraria y errónea de la normativa provincial y constitucional aplicable. En particular, plantea que sostener que la eximición de prisión procede únicamente cuando también lo hace la excarcelación ordinaria vulnera el principio de inocencia, en tanto impide a la imputada neutralizar el riesgo de detención y le impone la carga de transitar, al menos, un tramo del proceso en detención. Y añade que la existencia de vías procesales tendientes a morigerar o hacer cesar el encarcelamiento preventivo no puede ser empleada para relativizar el peso de este argumento, toda vez que éstas constituyen un remedio imperfecto por operar una vez que la afectación de derechos ya se ha concretado. Asimismo, refiere que la resolución resulta contraria a la jurisprudencia de distintas salas de este Tribunal y que la imputada se ha sujetado al proceso desde su inicio, no registra antecedentes, ni procesos en trámite y posee residencia fija, lo que permite inferir que no intentará eludir los llamados de la justicia. 

La Defensora Adjunta ante este Tribunal, por su parte, manifiesta que la impugnación resulta admisible conforme la jurisprudencia de la Suprema Corte de esta provincia (fallos P. 116.314, 116.312 y116.451, entre otros), resalta que la resolución no muestra apego a lo resuelto por la Cámara Nacional de Casación Penal en el plenario “Díaz Bessone” y hace reserva del caso federal (fs. 62/62 vta.). 

Sentadas las bases de la impugnación, y sin perjuicio que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 433 del C.P.P., corresponde a la Cámara de Apelación y Garantías interviniente evaluar si la resolución era recurrible, junto a los demás requisitos que la norma prevé, a esta altura, se impone examinar  lo resuelto por el a quo a fs. 52/53 vta.

En primer término, entonces, es menester determinar el alcance de la habilitación legal contenida en el último párrafo el artículo 450 del C.P.P. que, en su redacción vigente, establece que podrá interponerse recurso de casación, contra los autos dictados por la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal cuando denieguen la libertad personal, incluso en la etapa de ejecución. 

La interpretación de la Sala  es que su objetivo es garantizar el derecho al recurso en casos donde la libertad personal es denegada por primera vez por la Cámara y admitir su tratamiento, pese a que dicho derecho haya sido ejercido y exista doble conformidad judicial, cuando concurra alguno de los motivos que ameritan la apertura de la instancia extraordinaria federal (ver Sala II, c. 36.257, rta. 1 de septiembre de 2009, Sala III, c. 40.814, “P., M s/Recurso de queja”, rta. 18 de marzo de 2010, Sala VI, c. 54.752, "D., D. M. s/ Recurso de Casación", entre muchas otras).

Y en apoyo de esta lectura, cabe destacar que ella resulta conteste con el desarrollo que la Corte Suprema de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han realizado en torno al derecho al recurso que, en un principio, se centró eminentemente en la sentencia condenatoria y con el tiempo se extendió a otros autos procesales relevantes. 

En efecto, la función de revisión de éstos últimos fue confiada tradicionalmente al recurso de apelación, que satisface con amplitud los requerimientos previstos por ambos tribunales. Y hasta hace tiempo atrás, sólo se había echado mano al recurso de casación en circunstancias donde por razones vinculadas al estadio del procedimiento, el recurso de apelación no podía cumplir tal fin (cf. Fallos 320:2326, 319:585, 321:3630, 322:3225 y 324:4076).

Algunos entienden que esta fue la razón por la cuál la Corte consideró que las Cámaras Federales o Nacionales de Apelación eran el superior tribunal de la causa al revisar resoluciones sobre excarcelación y exención de prisión, en casos donde se había ejercido el derecho al recurso (Córdoba, Gabriela E., La influencia del recurso extraordinario federal en el recurso de casación penal a través de la jurisprudencia de la Corte Suprema, en Los recursos en el procedimiento penal, A.A.V.V., Ed. Del Puerto, Buenos Aires, 2004, pp. 258/9).   

Sin embargo, en su última integración, la Corte dejó de lado esta postura (cfr. fallos 327:619, 327:3488, entre otros) y retornó así al tradicional principio del derecho constitucional argentino, según el cual ningún tribunal argentino puede negarse a examinar aquellas cuestiones constitucionales que eventualmente podrían ser tratadas ante la CSJN a través del recurso extraordinario y, consecuentemente, no son válidas las restricciones procesales que impiden a las instancias anteriores cumplir esta obligación que surge del artículo 31 CN (Fallos 33:162, 308:490 y 311:2478, entre otros). 

La SCBA, por su parte, hizo propia esta postura y afirmó, en numerosas oportunidades, que este Tribunal debe dar respuesta a las eventuales cuestiones federales que se susciten a fin de posibilitar el tránsito de la causa por las instancias superiores locales. Y, de hecho, ha extendido los supuestos de admisibilidad del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley a fin de dar cumplimiento a esta manda (Ac. 95.296, 4-XI-2006, 102.374, 28-IX-2011, Ac. 100.512, 31-X-2007; Ac. 101.795, 13-V-2009; 101.263, 17-VI-2009, entre muchos otros).

Cabe resaltar, además, que sostener la tesitura contraria (esto es que siempre que se encuentre comprometida la libertad debe ingresarse en el tratamiento del recurso) implicaría introducir asimetrías difíciles de justificar al sistema recursivo e invertiría el orden de prelación establecido por la Corte IDH y la CSJN, al habilitar más y más amplias oportunidades para impugnar ciertos autos procesales importantes, que las previstas para recurrir la sentencia. 

Vemos entonces que, en sentido concordante con la interpretación de esta Sala, tanto la CSJN como la SCBA afirman que para cumplir el alto ministerio que le fuera encomendado, la Casación debe analizar en casos como éste, si existe cuestión federal suficiente para su tratamiento en la instancia extraordinaria prevista en el art. 14 de la Ley 48 y se impone ingresar en el examen del fondo de la cuestión a fin de posibilitar su tránsito hacia el superior tribunal de al causa. 

A tal fin, atendiendo únicamente las omisiones que pueden obedecer a la instancia por la que se encuentra transitando el proceso, deben tenerse en consideración los diversos requisitos que conforme ha sido desarrollado por la Corte hacen a la admisibilidad formal de este remedio y que han sido sistematizados en la Acordada 4 del 2007, a la que me remito en honor a la brevedad.  

Fijadas las bases para el análisis, en primer lugar, entiendo que el recurrente no ha conseguido demostrar que exista gravedad institucional en el caso, toda vez que su alegación no constituye más que una afirmación dogmática al no explicar en que medida la controversia excede el interés individual y atañe al de la colectividad (CSJN, fallos 255:41; 290:266; 292:229; 293:504; 307:770; 292:229; 324:533, 317:1076), afecta la debida preservación de los principios básicos de la Constitución Nacional (fallos: 257: 132; 248:189; 260:114; 272:188, entre otros) o compromete el cumplimiento de tratados internacionales (fallos 319:2411).

Asimismo, si bien la defensa ha fundado adecuadamente que el pronunciamiento impugnado resulta equiparable a sentencia definitiva y le produce un agravio insusceptible de reparación ulterior, no ha demostrado con la suficiencia y carga técnica requerida que los hechos debatidos en la causa se vinculen directamente con una cuestión federal (fallos: 256: 281 y sus citas). 
Al respecto tiene dicho la CSJN que la mera reserva del caso federal no constituye interposición válida del recurso extraordinario (fallos: 265:129; 267:363) y que la existencia de un agravio insusceptible de reparación ulterior no es suficiente, sino que lo sometido a su conocimiento debe constituir alguna de las cuestiones que habilita el art. 14 de la ley 48 (Fallos: 302:865; 304:1052, 1794; 306:262, 307: 549).

Sin perjuicio de lo expuesto, tras un detenido examen de las actuaciones, se advierte que la resolución impugnada ha saldado la controversia por remisión al texto del artículo 186 del C.P.P., cuándo el objeto del recurso era, precisamente, discutir el valor que cabe atribuir a la limitación contenida en dicha norma a la luz de los compromisos internacionales asumidos por el Estado y la jurisprudencia reciente del sistema interamericano, la CSJN y este Tribunal. 

Y esta omisión, a mi juicio, la hace susceptible de la tacha de arbitrariedad toda vez que no basta que un fallo tenga fundamentos, sino que es necesario que estos estén a su vez fundados, pues de lo contrario sólo habría apariencia de fundamentación (Carrió, Genaro y Carrió, Alejandro; El recurso extraordinario por sentencia arbitraria en la jurisprudencia de la Corte Suprema; Tomo I, Ed. Abeledo-Perrot, Bs. As., 1987; p. 260). 

Aduno a ello que como tiene dicho la Corte “la potestad legislativa para (…) establecer regímenes excarcelatorios diversos, sólo encuentra justificación en tanto esté orientada a que la prisión preventiva -como medida de coerción procesal- conserve su fundamento de evitar que (…) el imputado eluda su acción o entorpezca las investigaciones” (Fallos 321:3630) y que, precisamente, la resolución cuestionada ha denegado lo solicitado atendiendo únicamente a la calificación legal pretendida por la acusación y sin explicitar en que medida concurren en el caso elementos que permitan verificar estos extremos. 

Al respecto, cabe recordar que conforme la jurisprudencia de la Corte Interamericana, este juicio requiere la comprobación efectiva de las circunstancias concretas, objetivas y ciertas, en un caso particular y respecto de un imputado determinado, que indiquen la existencia probable del peligro procesal (Bovino, Alberto, Problemas del Derecho Procesal Penal contemporáneo, Ed. del Puerto, Bs. As. 1998, p. 146).

Es por ello, que propongo al Acuerdo, casar la resolución en estudio, remitiendo los actuados a la instancia inmediatamente inferior para que dicte un nuevo pronunciamiento, de acuerdo a los parámetros apuntados, sin costas (arts. 450, 530 y 531).

Por todo lo expuesto, voto por la afirmativa.

A la misma  cuestión planteada el señor juez, doctor Piombo,  dijo: 

Adhiero al voto de mi colega doctor Maidana, por compartir sus fundamentos y hacerlos míos por la presente, votando en idéntico sentido. 

A la segunda cuestión planteada el señor juez doctor Maidana dijo: 

En virtud del resultado de la votación precedente, propongo al Acuerdo que se declare admisible el recurso de casación interpuesto, casar la resolución impugnada y remitir estas actuaciones a la instancia inmediatamente inferior para que dicte un nuevo pronunciamiento conforme a derecho (arts. 185, 186, 450, 451, 454,  456,  530 y 531 del CPP). Así lo voto.

A la misma cuestión planteada el señor juez doctor Piombo, dijo: 

Adhiero al voto de mi colega preopinante en igual sentido y por los mismos fundamentos. Es mi voto.

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:

SENTENCIA

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:

DECLARAR admisible el recurso de casación articulado,  CASAR la resolución impugnada y REMITIR los actuados a la instancia inmediatamente inferior para que dicte un nuevo pronunciamiento conforme a derecho, sin costas. 

Rigen los artículos 185, 186, 448, 450, 451, 454, 456, 459, 530 y 531 del Código Procesal Penal.

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítase.
FDO.: HORACIO DANIERL PIOMBO – RICARDO R. MAIDANA
Ante mi: Diego Alcalde
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